PROYECTO DE RESOLUCIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

RESUELVE

1.- Créase en el ámbito de ésta Honorable Cámara la Comisión Especial para el Estudio y Reforma de la Legislación Provincial en Materia de Procedimiento Penal  y Ejecución Penal.-  

2.- La Comisión tendrá como finalidad específica la adecuación de la legislación procesal penal y de ejecución penal  a los estándares mínimos de protección de los derechos de las personas sometidas a un proceso penal , estén privadas de libertad o no  y a las Reglas Mínimas para el tratamiento de Reclusos de las Naciones Unidas, las cuales configuran pautas fundamentales a las que debe adecuarse toda detención.-
3.- Serán objetivos de la Comisión Especial para el Estudio y Reforma de la Legislación Provincial en Materia de Procedimiento Penal y Ejecución Penal:

a.- Garantizar que la legislación procesal penal y de ejecución penal reflejen el estricto respeto a la Constitución Nacional y fundamentalmente los pactos, tratados y convenciones incorporados a la misma en  art. 75 inc. 22  y todos aquellos ratificados por nuestro país con posterioridad a la reforma Constitucional del año 1994 y los Derechos Humanos.

b.- Contemplar en la legislación las necesidades específicas de reformas en el ámbito penitenciario.-
c.- Abordar la problemática desde una concepción integral del resguardo de seguridad ciudadana.-
d.- Realizar estudios de derecho comparado que permitan un abordaje más integral de la problemática procesal penal y de ejecución penal.-
4.- La Comisión será integrada por la Presidencia de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Justicia, la Presidencia de la Comisión de Seguridad y Asuntos Penitenciarios, la Presidencia de la Comisión de Derechos Humanos y un legislador designado por cada bloque político de la Cámara.-
5.- La Comisión será asistida por una comisión ad-hoc que será integrada por: representantes del Poder Ejecutivo, representantes del Poder Judicial, Universidades Nacionales, organismos de derechos humanos legalmente constituidos y organizaciones no gubernamentales que aborden la problemática de las personas sometidas a proceso y las privadas de la libertad.-
6.- Serán atribuciones de la Comisión:

a.- Garantizar la participación ciudadana en el estudio y reforma propuesta.

b.- Invitar a participar a integrantes de los distintos poderes del Estado a fin de conformar la Comisión ad-hoc.

c.- Confeccionar las propuestas de reformar a la legislación procesal penal y de ejecución penal vigentes.-
                                              FUNDAMENTOS 

El objetivo y fundamento de la creación de esta Comisión Especial en el ámbito de la Honorable Cámara de Diputados, es la necesidad de unificar la dispersión y los desajustes que existen tanto en el articulado de la ley procesal panal, como en la de ejecución penal, debido a la superposición de proyectos sobre una misma temática y las innumerables  reformas parciales que han producido en la materia.  La realidad nos impone la obligación y el deber, como legisladores de elaborar una base de datos estadísticos que nos permita avalar la ejecución de las reformas a instrumentarse, procurando mediante la consulta y el debate obtener el consenso suficiente para garantizar su viabilidad y permanencia.-
La reforma del proceso penal y de la ley de ejecución penal resultan de particular importancia dado que el desarrollo de las mismas sirve para medir el grado de democratización de un Estado o, en otras palabras, el grado de su desarrollo como Estado de derecho.
Cada reforma requiere de un diagnóstico preliminar para identificar los déficit y defectos que ella pretende subsanar. Ese diagnóstico es también necesario ex post para evaluar los resultados de la reforma. La política en la materia, tanto procesal penal como de ejecución penal, debe tomarse como una política de estado y no pueden cambiarse las regulaciones ante hechos de trascendencia mediática, como lamentablemente ha sucedido, pues ello contribuye al sentimiento de inseguridad en la medida en que incentiva el reclamo de una respuesta que no lleva a solución alguna. No existe una política de estado entonces, sino respuestas esporádicas frente a determinados reclamos o frente a cómo se percibe el fenómeno. Hay leyes que se han sancionado dentro del esquema de una política criminal de corte autoritario que contradicen otras regulaciones y la propia Constitución Nacional y esta situación es necesario revertirla cuanto antes.  
Es claro entonces que antes de la reforma de las leyes procesales y de ejecución se necesitan decisiones acerca de qué política se va a diseñar y que objetivos se propone. No pueden hacerse determinadas reformas o “parches” a las leyes procesales en materia penal o de ejecución penal aisladas del conjunto del sistema, es decir, del proceso, de la ejecución de la pena y de la prevención. Las reformas  deben ser integradas y coherentes en todos los sectores del sistema penal.

Deben diseñarse propuestas y reformas democráticas, con objetivos de corto, mediano y largo plazo, manteniendo las políticas a través del tiempo. Los cambios que han sucedido ligados a los cambios de gobierno entre políticas de control del accionar policial y las llamadas políticas de “mano dura”, producen efectos claramente negativos hacia adentro de las agencias del sistema penal, como también y fundamentalmente  hacia la comunidad. La formulación de normas procesales en materia penal y de ejecución penal son instrumentos para el desarrollo y perfil de una política criminal, pero no son los únicos, junto a ellos también están las reformas en la organización de la justicia, su rapidez, su transparencia, la prevención, la reforma policial, el control de armas, el control de las agencias de seguridad, otras medidas no penales y la articulación con otras políticas de estado.

Una reforma integral debe establecer un poder de investigación con capacidad real para investigar los delitos, que utilice los instrumentos del estado de derecho, por ende que sea respetuoso de los principios constitucionales, de la dignidad de la persona y sometido a controles. Debe reformularse la organización del ministerio público, reformarse el sistema de investigaciones y la estructura del proceso, desburocratizándolo y buscando mecanismos para limitar su duración. Una reforma integral debe apuntar, sobre todo, a abandonar las lógicas de trabajo  tradicionales, eminentemente burocráticas,  las estructuras anquilosadas y el predominio de lógicas corporativas.

Es necesaria también una reestructuración de los servicios penitenciarios, de los patronatos de liberados y de los organismos de control de las garantías de las personas privadas de libertad. 
El control efectivo de las instituciones de seguridad requiere del funcionamiento de diferentes controles cruzados: el judicial, el administrativo, el político y el social.  Resulta imprescindible rediseñar las áreas de control interno de las instituciones de seguridad, de modo tal de garantizar su efectividad y transparencia y su efectiva articulación con los mecanismos de control externo. Tan importante como sancionar a los funcionarios que infringen la ley es modificar las rutinas que dan origen a estas ilegalidades y la cultura institucional que las promueven y fortalecen, tales como las detenciones arbitrarias, el armado de pruebas y el uso abusivo de la fuerza, el abuso de autoridad en las cárceles, etc.
Numerosos son los fundamentos para justificar la creación de esta Comisión Especial y es éste el momento para producir en los ámbitos de su incumbencia las necesarias reformas , que nos permitan reordenar y redefinir las políticas del estado en un ámbito en el que lamentablemente se han producido en el pasado retrocesos , con gravísimas consecuencias no solo para quienes han sido victimas directas , sino para el propio estado argentino en los foros internacionales a los que ha sido llevado debido a esas reformas retrogradas e inconstitucionales .-
Los fallos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en esta nueva etapa de su vida institucional, imponen la necesidad de un trabajo serio, con amplia participación democrática que tenga por objetivo no solo revertir los retrocesos, sino además avanzar en los cambios que nuestra sociedad reclama y nuestra constitución impone.- 

Por los motivos expuestos es que solicitamos nos acompañen en la propuesta de creación de esta Comisión Especial los señores Diputados.-
